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SEÑORA PRESIDENTA (Passada).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el gusto de recibir a una delegación del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, integrada por los doctores Alvaro Rodríguez Azcue y Octavio Racciatti, ambos asesores de 


esta Cartera. Los estamos recibiendo en el marco de la discusión sobre el proyecto de ley de responsabilidad 
laboral en los procesos de descentralización empresarial, a fin de recibir los diferentes aportes. 


En ese sentido, creímos oportuno que estuvieran primero los representantes del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad social -porque más tarde vamos a estar recibiendo a una delegación de las cámaras empresariales y 
de trabajadores del PIT=CNT- a fin de conocer los alcances, las modificaciones y los contenidos, ya que la 
Comisión tiene la posibilidad de empezar con la discusión del tema la semana próxima. 


SEÑOR RACCIATTI.- Lo primero que quiero señalar es que para el Ministerio este es un proyecto de 
particular importancia. 


Antes de empezar con el contenido, vamos a contar la breve historia de la tentativa de una participación 
acordada de consenso tripartita que se hizo durante este año, para delinear el proyecto de modificaciones de 
la Ley N* 18.099. Primero, el Ministerio presentó en una Comisión Técnica Tripartita un borrador de decreto 
reglamentario. Después se presentó un borrador de proyecto de ley y, posteriormente, en diversas instancias - 
inclusive, con los Presidentes de las Cámaras-, se trató de lograr un acuerdo con el Ministerio sobre los 
lineamientos de una eventual modificación de la Ley N* 18.099. 


La principal modificación o complementación a la ley vigente tiene que ver con el alcance de la 
responsabilidad. En la ley vigente, la N* 18.099, se establece en todos los casos una responsabilidad solidaria. 
Eso tiene un problema que, en realidad, no es de la propia ley, sino del régimen de solidaridad de las 
obligaciones solidarias en general. Por ejemplo, de acuerdo con el Código Civil, el reconocimiento de la 
deuda por uno de los codeudores compromete al otro, o sea que alcanza que uno de los codeudores solidarios 
reconozca la deuda para comprometer a todos los demás. Asimismo, de acuerdo con el Código General del 
Proceso, si se hace un juicio contra uno de los deudores solidarios, la sentencia va a tener efecto respecto a 
todos los demás, aun cuando no hayan comparecido en el juicio. Son consecuencias de trascendencia, de 
importancia que tiene el régimen de solidaridad y que, de alguna manera se entendió que debían ser limitadas 
premiando, de alguna forma, el comportamiento responsable de la empresa, valorando éticamente el 
comportamiento de la empresa que controla a quien contrata, y se preocupa por contratar con alguien 
responsable y solvente. Entonces, el juego que se plantea en estas modificaciones es, en primer lugar, el de 
una responsabilidad subsidiaria, y cuando no se hacen efectivos los controles al subcontratista, al 
intermediario o a la empresa suministradora, se establece un régimen de responsabilidad solidaria. 


La segunda modificación importante tiene que ver con reafirmar que cuando se hace un juicio exigiendo estas 
responsabilidades debe emplazarse a todos los deudores. Por eso mismo es que hace un rato hablaba de los 
alcances de la sentencia de condena que puede tener un juicio de estas características. Uno de los artículos de 
la última disposición establece que se debe emplazar conjuntamente a todos los codeudores. 


La tercera modificación importante es la de delinear los conceptos de subcontratación, de intermediación y de 
empresas suministradoras de mano de obra, que no estaban expresados en la Ley N” 18.099. Tampoco 
estaban expresados en la anterior, en la histórica ley de consejo de salarios que, simplemente, se refería - 
como lo hace la ley vigente- a subcontratistas y a intermediarios. Pero en este proceso al que hacía referencia 
de conversación con las cámaras empresariales y con la central sindical, el Ministerio llegó a la conclusión de 
que sería bueno hacer algunas definiciones. Y acá la definición más importante -posiblemente porque ha sido 
la más controvertida en la práctica, en la jurisprudencia- es la de subcontratista. Para ello tomamos algún 
concepto que proviene de la ley chilena, y también de las leyes argentina y española. Ustedes pensarán que se 
trata de diversas fuentes, pero a veces lo mejor es tomar las expresiones de leyes que ya están consolidadas, 
que tienen años de aplicación y una prestigiosa doctrina que las ha comentado. 


En ese sentido, en cierto aspecto se acota o, por lo menos, se delinea más claramente el concepto de 
subcontratación. A veces. conversando, uno ve que se tergiversa o se amplía demasiado lo que es el concepto 
de subcontratación. No cualquier contratación con otra empresa, con un tercero, es subcontratación. Una 
empresa contrata cientos de veces con cantidad de empresas, con cantidad de personas ajenas a la empresa, y 
no todo eso significa subcontratar. Entonces, acá se está planteando la idea de encargar y ejecutar obras o 
servicios. También se establece que esas obras o servicios deben formar parte de la actividad normal o propia 
del establecimiento. Esto viene de la ley española. Actividad normal o propia no quiere decir giro principal, 
pero sí que son las actividades que normalmente realiza la empresa, aun cuando sean accesorias. De lo 
contrario dejaríamos fuera lo que es el núcleo más duro de la subcontratación o de la intermediación, es decir, 


a las empresas de servicios de limpieza, de seguridad, que son, en muchas oportunidades, estructuras 
empresariales bastante débiles que constituyen meramente el suministro o la intermediación del personal, a 
veces con escasa solvencia. La idea es que no haya dudas de que estén incluidas. El concepto de 
subcontratación se señala para las obras que se cumplen dentro o fuera del establecimiento. Debemos tener 
en cuenta que la subcontratación es un fenómeno de descentralización productiva. La empresa a veces 
segmenta su ciclo productivo; hay cosas que las hace dentro del establecimiento y otras que encarga afuera. 
Eso es subcontratación y está comprendido dentro del concepto. 


Sobre el concepto de intermediación nos basamos prácticamente en la definición de Plá Rodríguez que, a su 
vez, se inspira en la ley mejicana. Plá Rodríguez estudió esto en los años 50, y no hay mayor dificultad en 
esta definición. Tampoco la hay en la de empresa suministradora. El concepto de empresa suministradora que 
está en el proyecto de ley viene del convenio internacional de la OIT. La OIT se refiere a agencias de empleo 
privadas, pero ese es el concepto de empresas suministradoras. 


El siguiente bloque del proyecto de ley tiene que ver con la documentación, con el mecanismo de control que 
permite habilitar el juego de la responsabilidad subsidiaria, es decir, ejerciendo esos controles. En esa 
exigencia de exhibir esa documentación, la empresa queda comprendida en un régimen de responsabilidad 
subsidiaria. Además del control se establece que podrá retener los pagos. Esto está prácticamente inspirado 
en la Ley N* 18.098, que es la que se aplica a la Administración Pública, y tiene un mecanismo similar: exigir 
documentación y retener pagos cuando la empresa contratista no cumple. También se establecen cuáles son 
los documentos que se podrían exigir. 


Esos son los lineamientos generales del proyecto de ley. 


SEÑOR CABRERA.- Quisiera agradecer la presencia de ustedes, máxime cuando son dos reconocidos 
juristas, y uno de ellos de Durazno, lo cual le da un realce particular a lo que puede enseñarnos o decir. 


(Hilaridad) 


Más allá de que considero importante que estén dos de los redactores de la norma, me parece un 
déficit no tener un representante político del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, porque aun 
cuando técnicamente pudiéramos estar de acuerdo en la modificación o cambio, en la medida en que 
no hay un responsable político del Ministerio, pierde importancia la opinión de los asesores, porque no 
compromete políticamente. Lamento no tener al Ministro o, por lo menos, a alguien que represente 
políticamente a la Cartera. Creo que la ausencia de representantes políticos limita la discusión, por lo 
que acabo de decir. Podemos tener una discusión jurídica, pero en los hechos no sabremos si esa es la 
opinión del Ministerio. 


Dicho esto voy a empezar por una duda que me surgió al final de la exposición del doctor Racciatti. Cuando 
se refirió a la retención y a la Ley N” 18.099 dijo: "la que se aplica a la Administración Pública". Esta 
también se va a aplicar en la Administración Pública. ¿Cuál es el concepto teórico que están manejando de 
"integrados a la organización" en el caso de la subcontratación? Creo que esa va a ser una de las áreas grises 
de la interpretación; me gustaría saber en qué están pensando exactamente al referirse a "integrados a la 
organización". En principio me puedo imaginar que serán integrados al proceso productivo, pero en los 
hechos puede haber contrataciones integradas al proceso productivo que no necesariamente sean 
subcontrataciones por juego de la propia norma, por lo cual nos gustaría profundizar ese concepto. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- En primer lugar, voy a hacer algunas preguntas sobre el aspecto 
central de este proyecto de ley que tiene que ver con el alcance de la responsabilidad. 


El doctor Racciatti dijo que lo que este proyecto de ley consagra como regla es la responsabilidad subsidiaria, 
que cuando no se hacen los controles correspondientes deviene solidaria entre empresa contratada y 
contratista. Mi pregunta es la misma que hicimos hace un año cuando este proyecto de ley se planteó. ¿No 
hay en esto una suerte de transferencia de cometidos del Estado hacia el sector privado en lo que tiene que 
ver, precisamente, con el ejercicio de los controles? Probablemente, adivino la respuesta de la pregunta, pero 
no tengo más remedio que reiterarla, porque sin duda en este aspecto se centró una de nuestras principales 
discrepancias con la Ley N” 18.099 cuando, reitero, hace exactamente un año esta Cámara abordó su 


discusión. Desde el punto de vista de la carga del control, la pregunta es si en este caso, más allá de que estas 
modificaciones atemperan el alcance de la ley anterior, no subsiste una suerte de transferencia indebida de 
competencias que son típicas del Estado y del sector público, en todo en caso a la empresa contratante que 
ahora deberá ejercer controles a los efectos de poder eximirse de responsabilidad solidaria. 


La segunda pregunta es la siguiente. En materia jurídica es muy importante el rigor a los efectos de definir 
claramente los conceptos y de dar la mayor certeza jurídica posible. El doctor decía que distinguía entre 
actividad normal y propia y giro principal. Decía que no son lo mismo, que son cosas distintas y que, por lo 
tanto, la actividad normal de la empresa o el concepto de actividad normal de la empresa podría llegar a 
incluir algunas tareas accesorias. Mi pregunta es si no hay una cierta vaguedad en esa definición. A la hora de 
la interpretación jurídica ¿cómo determinamos cuándo estamos frente a una actividad normal y propia y 
cuándo no lo estamos? ¿Qué se entiende por actividad normal o propia, que admitiría tareas inherentes al giro 
principal y, eventualmente, tareas accesorias? ¿Dónde está el límite? Me parece importante abundar en ese 
aspecto. 


Con relación a las exclusiones del artículo 2* también pediría una definición más precisa. Se habla de la 
exclusión de las actividades que se cumplen de manera ocasional. Está bien, podemos llegar a compartirlo, 
pero ¿qué quiere decir en ese caso "con tareas que se cumplen de manera ocasional"? ¿Cómo se define? 
¿Quién lo define? ¿Lo va a definir la Justicia? ¿Quedará a la discrecionalidad del Juez? ¿La Administración 
va a reglamentar estos conceptos? Sería bueno especificar estos aspectos un poco más. 


SEÑOR CABRERA.- Quisiera simplificar mi consulta anterior. Se me ocurre que podría haber una 
situación de un proveedor que conceptualmente esté integrado a la cadena productiva. En esa lógica, 
me gustaría saber si el siguiente ejemplo es para ustedes un subcontrato o no. Si una curtiembre 
entrega cueros a una fábrica de sillones y esos cueros tienen en el producto final trabajo realizado por 
dependientes, según la lógica de esta norma, ¿es un proveedor independiente o es un subcontrato del 
fabricante de sillones? 


La siguiente duda tiene que ver con la nueva redacción del inciso 3” del artículo 1%, que no cambia el sentido, 
sino que lo concretiza en mejor forma. Me parece una redacción acertada, que limita las obligaciones 
devengadas y que, en definitiva, desarrolla el concepto anterior. No termino de encontrarle un cambio a este 
artículo que dice que cuando se trate de obligaciones que se determinen en función de períodos de tiempo 
mayores a los de la subcontratación, intermediación o suministro, la cuantía máxima por la que responderá el 
patrón o el empresario no podrá exceder el equivalente de lo que se hubiera devengado si los operarios 
trabajasen en forma directa para el mismo. 


Esto es reafirmar el principio anterior. Solamente responde por lo devengado, aun en aquellos beneficios que 
pudieran tener un monto superior en función del devengamiento del tiempo. Yo lo leo y pienso 
inmediatamente en licencia, salario vacacional y aguinaldo. Parece que apunta a eso. Mi pregunta es si 
estamos ante un caso de subcontratación, intermediación o suministro de obra, que una empresa brinda a dos 
empresas y en ambas el trabajador realiza jornadas de seis horas y no cobra horas extra. ¿Qué quiere decir 
eso? ¿Quién paga las horas extra de ese trabajador? ¿Quién es solidariamente responsable o subsidiariamente 
responsable de las horas extra del trabajador? ¿O quiere decir este artículo -tal vez esa sea la interpretación- 
que ninguna de las dos empresas que recibieron el servicio será solidariamente responsable, porque en 
función del período de tiempo no nació el derecho de relación a ellas? 


SEÑOR RACCIATTI.- El concepto de subcontratación en cuanto a la integración en la organización 
ha sido trabajado desde hace tiempo por la doctrina. Se prefería hacer remisión a cuestiones que, 
inclusive, ya se planteaban desde hace décadas con la ley anterior -Ley N” 10.449-, ni siquiera con la 
Ley N” 18.099. De alguna forma -como ha dicho algún autor italiano-, cuando la empresa se fragmenta, 
o segmenta ese ciclo productivo, cosa que es perfectamente lícita porque la ley no lo prohíbe, desde el 
punto de vista laboral hay que reconstruirla jurídicamente. Es decir, la empresa administra su 
personal, sus contratos, contrata con terceros, pero desde el punto de vista laboral, específicamente en 
función de la responsabilidad laboral hay una especie de reconstrucción jurídica de una empresa 
fragmentada. El concepto básico para reconstruirla es ese poder de organización, que clásicamente se 
ejercía y se sigue ejerciendo dentro de la empresa, pero que en las nuevas formas de organizar la 
producción y el trabajo ese poder de organización ahora se ejerce también hacia fuera, organizando un 
ciclo productivo a través de diversas contrataciones. En la exposición de motivos se aclara que no 


cualquier contrato forma parte de ese ciclo, no cualquier contrato entra dentro de ese concepto. 
Inclusive, se cita a Alonso Olea -autor español fallecido hace pocos años-, quien señalaba que con estas 
normas no se pretende que se responsabilice a una empresa principal por los cientos o miles de 
contratos que celebra con terceros en el cumplimiento normal de la producción. O sea que la idea de 
organización, precisamente, es la de fundamentar por qué motivo se responde y se desencadena este 
juego de responsabilidades, que, reitero, no es una novedad de la Ley N” 18.099. Ese juego de 
responsabilidades ya estaba en la Ley de Consejos de Salarios de 1943. 


En cuanto a los controles, quiero señalar una anécdota de un gran abogado asesor empresarial actualmente 
fallecido -tuve el gusto de ser su asistente aproximadamente hace quince años-, que no quiero nombrar 
porque no escribió lo que voy a decir. Él decía que cuando asesoraba a una empresa que iba a firmar un 
subcontrato le ponía una cláusula que decía que le iba exigir toda la documentación, todos los controles, 
porque después no podía explicarle qué responsabilidades podría tener dentro de varios años, en función de 
las normas de la Ley de Consejos de Salarios. O sea que el contratante prudente, el asesor prudente, el que 
debe tratar de contratar con una empresa solvente que no lo ponga en problemas, lo diga o no la ley, 
normalmente debería ejercer esos controles, exigir esa documentación para no tener sorpresas, porque luego 
de varios años puede surgir una deuda de carácter salarial o una responsabilidad por estos conceptos, tanto en 
la nueva como en la vieja ley, como eventualmente en las modificaciones que se plantean. Por lo tanto, las 
propias empresas pueden exigir la documentación sin que la ley lo establezca, ya que es un elemento de 
prudencia en las relaciones contractuales. 


SEÑOR RODRÍGUEZ AZCUE.- Complementando la respuesta del doctor Racciatti, que me parece 
muy interesante, quiero decir que aquí se puede analizar el tema específicamente en cuanto a la 
pregunta que planteaba el Diputado Pablo Abdala acerca de si existe o no una transferencia de 
cometidos, de competencias que corresponden a los poderes públicos en el ejercicio del poder de 
policía, de contralor de la normativa laboral. Yo creo que el derecho del trabajo en general, siempre ha 
tenido el problema del cumplimiento de la normativa laboral. Es decir, una de las dificultades técnicas 
que tiene el derecho del trabajo en el mundo, y especialmente en América Latina con una mayor 
intensidad, es lograr el cumplimiento de las normas laborales. Para ello se cuenta con distintas 
herramientas. En primer lugar, están las clásicas del funcionamiento del Poder Judicial; una segunda 
veta sería la administración del trabajo, por ejemplo, a través de la Inspección General del Trabajo, y 
una tercera veta para obtener el cumplimiento de la normativa laboral, según lo ha señalado la 
doctrina, es el desarrollo de los mecanismos de auto tutela, es decir, el fortalecimiento del sistema de 
relaciones laborales y en particular del sindicalismo. 


Con respecto a estos temas que son clásicos en el derecho del trabajo, con los procesos de descentralización 
que han pautado las características de la empresa en los últimos veinte años -por poner un período arbitrario-, 
creo que se ha tornado más complejo ese contralor. Es así que los diferentes países que viven estas 
experiencias de descentralización empresarial han complementado estas tres técnicas esquemáticamente 
indicadas, con mecanismos de contralor por parte de las propias empresas que intervienen en esos procesos. 
Esto ocurre, por ejemplo, en la legislación española. La ley de contrato de trabajo en la argentina -para ver el 
tema en la región-, precisamente, prevé mecanismos de contralor de aquellas empresas que utilizan 
subcontratistas e intermediarios, lo que les permite eximirse de la responsabilidad solidaria. Más 
recientemente, la legislación chilena también había estado presente como un marco jurídico inspirador de 
muchas de las disposiciones que están contenidas, no solo en este proyecto modificativo de la ley, sino que 
también estuvieron, sin duda, en el diseño del marco jurídico que finalmente fue aprobado, que prevé 
mecanismos de controlar de parte de las empresas que utilizan estas modalidades de contratación. Por tanto, 
creo que la incorporación en nuestro Derecho Positivo de la Ley N” 18.099 y de los desarrollos y 
especificaciones que hace el proyecto modificativo, de alguna manera, tiende a complementar los 
mecanismos de contralor de modo de ser más eficaces en el cumplimiento de la normativa laboral. No 
consisten en una transferencia de cometidos, en una transferencia indebida de competencia sino que, por el 
contrario, complementan los mecanismos, como lo hacen los países que están más avanzados en estos temas 
de la regulación de la descentralización productiva o empresarial y la preocupación del Estado por obtener el 
cumplimiento de la normativa laboral. 


Por último, me gustaría contestar las otras preguntas realizadas por los Diputados. 


Con respecto a la referencia que hace el Diputado Cabrera Casas al artículo que sustituye la redacción del 
inciso tercero del artículo 1% de la Ley_N* 18.099, en relación al caso que plantea de una empresa que brinda 
servicios a dos empresas cliente en el marco de cualquiera de las tres figuras que están mencionadas - 
subcontratación, intermediación y suministro de mano de obra-, en las cuales un trabajador realiza tareas en 
una y en otra empresa cliente, ¿qué ocurre con las horas extra? Yo creo que el proyecto de ley introduce el 
concepto del límite de la cuantía de la responsabilidad haciendo una ficción, que es considerar que ese fuera 
un trabajador de su propia plantilla. Desde el punto de vista del caso concreto, entiendo que allí no se verifica 
un trabajo que excede el límite de la jornada legal o convencional, que es el concepto que utiliza la Ley 

N? 15.996 sobre horas extra y, en consecuencia, no adquiere responsabilidad por el pago de horas extra. Es 
decir, que será responsable exclusivamente por la cuota parte de aguinaldo, de salario vacacional, 
eventualmente de indemnización por despido, por el tiempo que trabajó desde el inicio hasta el fin, y también 
en lo que tiene que ver con la prolongación de la jornada. Entiendo que esa sería una razonable proyección 
del razonamiento. 


Solicito que el doctor Racciatti precise los conceptos pendientes, que son el distingo entre actividad normal y 
propia, la categoría de actividad principal -que es un límite impreciso, según señalaba el Diputado Abdala-, y 
lo relacionado a las actividades ocasionales, que están excluidas del régimen de responsabilidad subsidiaria o 
solidaria. 


SEÑOR RACCIATTTI.- Nunca una ley va a resolver todos los casos concretos de la vida real. Si en el 
proyecto se establecieron estas definiciones fue, precisamente, para tratar de acotar, de definir, de dar 
seguridad jurídica. Recordemos que durante sesenta años funcionó la Ley de Consejos de Salarios sin 
definir; era todo una construcción de la doctrina, de los Jueces. De todos modos, fue aplicada de 
manera muy prudente; realmente, por más que había polémica, dudas o discusiones, sobre todo acerca 
del concepto de subcontratación, parecería que la aplicación por parte de los tribunales fue razonable. 
Al respecto quiero agregar que una de las ideas que hay que tener en cuenta es algo que recuerda Plá 
Rodríguez al estudiar este tema, señalando que hay que aplicar un criterio de razonabilidad para 
evaluar qué es subcontratación, qué es descentralización productiva y, en el marco del concepto de la 
actividad normal o propia de la empresa, cuándo estamos frente a un subcontrato y cuándo ante un 
contrato cualquiera con terceros, que no compromete responsabilidades. Seguramente, en caso de 
controversia, el caso práctico que esté comprendido en esto será definido por un Juez, quien muchas 
veces actuará de acuerdo con ese criterio de razonabilidad que es el que nos ayudará a definir las 
cuestiones concretas. 


Voy a referirme ahora a la actividad accesoria. Esto surge de la propia dinámica de las entrevistas con los 
actores sociales. Yo les decía que, si bien este proyecto de ley es del Ministerio y lo compromete solo a este, 
recoge muchas ideas de esa discusión tripartita en la que no se llegó a un acuerdo pero sirvió para incluir 
muchos aportes a la iniciativa que ustedes están estudiando. En uno de los borradores no se decía nada al 
respecto; después se incluyó lo relativo a la actividad accesoria y, por último, para que fuera más claro se 
puso entre paréntesis la mención a los servicios de seguridad o vigilancia, limpieza y mantenimiento. Se 
fueron incluyendo los distintos conceptos con la intención de aclarar, de dejar cada vez más definido qué se 
quiere comprender en el ámbito de la ley. Además, la referencia a la actividad accesoria tiene que ver con la 
cuestión que mencionaba hace un rato: en la vida real, en la práctica es el aspecto más álgido de la 
subcontratación; estamos hablando de las empresas de servicios, de las que aparecen y desaparecen, de las 
que a veces tienen poca solvencia. Esto tiene que estar comprendido; de lo contrario, estaríamos dando un 
paso atrás con respecto a la ley de 1943, porque con la Ley de Consejos de Salarios ya se consideraba que ese 
tipo de actividades estaba comprendida en el concepto de subcontratación o en el de intermediación. Por lo 
tanto, la ley no puede dar un paso atrás con respecto al régimen anterior. 


La exclusión del artículo 2* también surge del intercambio tripartito. Se había planteado que estuvieran 
excluidas aquellas actividades que son meramente ocasionales -creo que en la ley chilena hay alguna 
disposición similar-; la idea era que no cualquier cosa estuviera incluida dentro de la subcontratación, porque 
se habían puesto casos como los de la contratación de servicios para una fiesta de cumpleaños o de 
casamiento, que no constituye una subcontratación sino una cuestión meramente ocasional que no forma 
parte de la actividad normal de una empresa y no está comprendido en la ley. 


Por eso nos parece que las disposiciones que se agregaron al proyecto tienen la intención de reflejar los 
aportes que se hicieron en una discusión que fue muy interesante, muy rica y que se desarrolló durante meses 


en el ámbito tripartito. La idea fue tratar de dar seguridad jurídica, de definir conceptos y de hacer 
exclusiones que uno podría decir que ya estaban en la ley vigente, pero, frente a dudas, cuestionamientos y 
sugerencias -algunas de las cuales se han hecho por escrito y han salido en la prensa- se resolvió recoger 
estos elementos e incorporarlos al proyecto de ley modificativo. 


SEÑOR CABRERA.- Esta no es una pregunta sino una afirmación que me gustaría que transmitieran 
a las autoridades del Ministerio, porque tal vez podríamos llegar a ponernos de acuerdo en introducir 
una modificación. 


Me parece un error la previsión del artículo 7”, relativo al alcance de la responsabilidad de la empresa 
principal. No estoy de acuerdo con que se incluyan dentro del alcance de la responsabilidad las obligaciones 
previsionales patronales de la empresa incumplidora. Creo que es una norma que busca financiar al Banco de 
Previsión Social; no apunta a ayudar ni dar una protección al trabajador y, además, beneficia a la empresa 
incumplidora, por cuanto una tercera empresa se hace cargo de la deuda que la incumplidora tiene por 
obligaciones patronales. Es una norma de neto cuño recaudatorio, en la que el valor que queda planteado es la 
financiación del Banco de Previsión Social, no la protección del trabajador, ni siquiera en su caudal 
jubilatorio. 


Esta es una disposición equivocada que habría que eliminar. Más allá de que estemos o no de acuerdo con su 
alcance -podríamos entrar en la discusión acerca de la naturaleza del aporte patronal, de si es o no una 
contribución especial porque hay un beneficio al final, de si hay o no un salario indirecto, etcétera-, lo cierto 
es que, de acuerdo con la previsión de este artículo, un patrono que no hace aportes patronales podrá tener 
causal jubilatoria porque una tercera empresa hará los aportes patronales. Reitero que me parece una norma 
equivocada. 


Esta es la única opinión que voy a dar por ahora, precisamente por lo que planteaba, pero me parece que sería 
bueno trasladar esto, porque alguno de estos aspectos podría ser mejorado en la Comisión. 


Informalmente alguna conversación ya hemos tenido y sé que se pueden adoptar posturas doctrinarias con 
respecto a la naturaleza del aporte, pero, en los hechos y más allá de consideraciones y de filiaciones a 
determinadas corrientes de pensamiento de Derecho Tributario o Laboral, la realidad es que una tercera 
empresa deberá hacer los aportes, ya sea porque fue engañada, porque se equivocó en la selección o, 
inclusive, aun sin haberse equivocado, porque quizás pidió todo el derecho a la información pero luego operó 
responsabilidad subsidiaria; o sea que tuvo la diligencia media, actuó como un buen padre de familia, pero, 
aún así, tuvo un juicio y, subsidiariamente, corre el riesgo de ser condenada a pagar aportes patronales del 
incumplidor. Insisto: en principio, esto me parece excesivo y creo que la disposición debería ser eliminada. 
11:28:30] Creo que las modificaciones introducidas a esta norma no solo recogen la opinión surgida del 
ámbito de discusión tripartito, sino también muchísimas de las posiciones que el Partido Nacional planteó en 
diciembre en este Parlamento. Tal vez, en la lógica tripartita nosotros somos parte de la pata pública, pero 
desde la oposición. 


Celebro que muchas de las modificaciones tiendan a limar aspectos cuestionables que nos planteamos en 
diciembre, tanto en la Comisión como en el plenario. Sin embargo, creo que la norma tiene algunas 
carencias, que luego iremos desarrollando. Básicamente, si sigo la línea argumental que planteó la Cátedra en 
su visita a la Comisión, en oportunidad del tratamiento anterior, cuando principalmente el doctor Rosenbaum 
hacía una distinción entre tres formas de subcontratación, esta norma sigue teniendo el problema de que trata 
de la misma manera la contratación fraudulenta y la tercerización legítima, lo que a mi juicio es un 
inconveniente. Entiendo que esta norma no prevé una condena al fraude, o no le da un tratamiento distinto al 
de la contratación legítima, porque opera objetivamente y porque la operación subjetiva solamente cambia la 
naturaleza, pero sigue haciendo nacer la responsabilidad 


Ese es un déficit de esta norma, que plantearemos cuando ingresemos en su debate. 


Por ahora, no voy a hacer más comentarios. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradezco que la respuesta sea concreta porque estamos atrasados y 
todavía debemos recibir a las demás delegaciones. 


SEÑOR RODRÍGUEZ AZCUE.- El señor Diputado Cabrera Casas hizo un comentario sobre el 
artículo 7” del proyecto, por el que se incluye el aporte patronal en la definición o en el concepto de 
aportes o contribuciones a la seguridad social. 


Debo decir que las circunstancias ayer jugaron a favor de que hoy tengamos algunos elementos más para 
pensar esta reflexión. Por lo tanto, agradezco la honestidad intelectual de mi coterráneo Alfredo Cabrera 
Casas. 


Voy a ser muy breve, para cumplir con la exhortación de la señora Presidenta. 


En el trabajo que se publicó recientemente sobre la Ley _N” 18.099, a cargo de los profesores Rosenbaum y 
Castello, con respecto al alcance de la expresión "contribuciones de seguridad social" se señala que en 
nuestro régimen las contribuciones o aportes a la seguridad social son de naturaleza patronal y personal, 
distinguiéndose aquellos que financian el régimen jubilatorio o pensionario de los que van dirigidos al seguro 
de enfermedad. Digo esto para señalar que con el régimen jurídico actual, la doctrina y dos juristas 
destacados que han estudiado muy profundamente esta temática han considerado que se debe incluir en esa 
noción tanto los aportes patronales como los personales. 


Creo que no es un error lo que plantea este artículo del proyecto y que no se da la circunstancia que señala el 
señor Diputado Cabrera Casas, puesto que si una empresa que utiliza subcontratistas, intermediarios o a la 
que se le suministra mano de obra queda responsabilizada por la aplicación de la ley, el titular de la empresa 
subcontratada, intermediaria o que suministró la mano de obra no se podrá jubilar por el aporte que haga la 
empresa que utilizó sus servicios. Hay que tener claro que el aporte que está comprendido dentro de la 
responsabilidad solidaria es el aporte patronal correspondiente al trabajador. Ese es un recurso de 
financiamiento del régimen de solidaridad intergeneracional; el empleador se va a jubilar por el aporte 
patronal y personal que haga sobre su actividad. Me explico: en el caso de un trabajador no dependiente que 
tiene empleados, por ejemplo, una empresa unipersonal que tiene dos empleados, es atrapada por este 
mecanismo de la responsabilidad solidaria. Ese trabajador no dependiente que tiene dos empleados tendrá 
que aportar sobre el máximo salario que exista en esa unidad productiva. Para el cálculo se considera el 
máximo salario; también se efectúa el aporte patronal y personal, y ese es el que va a generar el derecho a la 
pasividad al empleador, al empresario, al trabajador no dependiente. No se trata del aporte patronal del 
salario del trabajador. Me parece que esa es una explicación necesaria para no incurrir en el razonamiento, a 
mi juicio erróneo, de considerar que por la aplicación de la ley de responsabilidad solidaria un patrono omiso 
se va a poder jubilar. Si ese patrono no efectuó el aporte propio, no podrá jubilarse. Acá lo que está operando 
es el aporte patronal que corresponde al salario de ese dependiente, no el aporte patronal que corresponde al 
patrono por su actividad. 


No sé si la explicación ha sido clara. A nuestro juicio, esto es lo que justifica la precisión establecida en el 
artículo 7” del proyecto de ley. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quizás a partir de mañana daremos la discusión de esta parte del proyecto 
de ley en la Comisión, para lo que tendremos en cuenta tanto los aportes brindados por el Ministerio 
como por los colegas. 


Agradecemos la presencia de los representantes del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 
(Se retira de Sala la delegación del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) 


(Ingresa a Sala una delegación de las Cámaras empresariales) 


SEÑOR PRESIDENTE (Cabrera) (ad hoc).- La Comisión da la bienvenida a la delegación de las 
Cámaras empresariales, integrada por el ingeniero Gustavo Inmediato, Directivo de la Intergremial de 
Transporte Profesional de Carga, a la señora Cristina Fernández, Directiva de ANETRA, 
representante de la Cámara de Transporte, al señor Ricardo Posada, Presidente de ANMYPE, al 
doctor Pablo Durán, asesor de las Cámaras, y a la doctora Angela Delpino, asesora de ITPC. 


Como saben, el motivo de la invitación es conocer la opinión de las gremiales que representan respecto al 
proyecto enviado por el Poder Ejecutivo, modificativo de la Ley_N* 18.099, sobre responsabilidad solidaria 
en los procesos de tercerización empresarial. 


SEÑOR POSADA.- Lo primero que queremos hacer es dejar constancia y las excusas del caso con 
motivo de que hoy no están presentes el señor Sánchez Padilla, Presidente de la Cámara del Transporte 
del Uruguay, el doctor Rafael Inchausti, Presidente de ANDEBU, el señor Andrés Mannise, Presidente 
de CEDU, Confederación Empresarial del Uruguay, y el señor Fernando Figueredo, Presidente de la 
Cámara Nacional de la Alimentación. Comprenderán que a esta altura del año nuestras empresas 
están en un momento de particular actividad y los temas de agenda nos impiden dejar nuestras tareas 
para concurrir a estas instancias. 


(Ocupa la Presidencia la señora Representante Passada) 


De cualquier manera, los que estamos aquí presentes hablamos en nombre de los antes 
mencionados, ya que la solicitud de entrevista se hizo en nombre de las seis Cámaras. 


Realmente, tenemos la absoluta convicción de que los ámbitos de negociación tripartita son una herramienta 
de altísimo valor y tienen un rol preponderante en lo que hace a la búsqueda de acuerdos y de consensos en 
los ámbitos de relaciones laborales. Sin duda, en caso de haber logrado los acuerdos por los cuales 
trabajamos durante muchos meses, hubiésemos sido facilitadores de la tarea de los legisladores en cuanto a la 
definición de estas leyes. De la misma manera, este proceso que duró muchos meses, en los cuales todos 
hicimos un enorme esfuerzo por buscar acuerdos y consensos, no tuvo el éxito que la mayoría de nosotros 
deseábamos. Sin duda, a veces no solo hay posiciones un poco tercas -por decirlo de alguna manera- sino 
también la falta de una cultura de que esos son los caminos que consideramos -por lo menos los aquí 
presentes- que son los más adecuados en la construcción de un modelo de desarrollo, de una sociedad 
moderna que debate con sus actores sociales y con todos aquellos involucrados las leyes que hacen a su 
propia actividad. 


También dejamos constancia de que creemos que es imprescindible y necesario contar con reglas claras y con 
normas que hagan a las relaciones de trabajo y a las relaciones que existen entre las empresas que contratan 
servicios unas con otras cuando hay trabajadores involucrados. Todo aquello que contribuya al 
esclarecimiento de estos vínculos, protegiendo de un modo adecuado a los trabajadores, hace de nosotros una 
sociedad más seria y creíble y un camino por el cual entendemos que debemos transitar. 


Los técnicos que hoy nos acompañan podrán plantear mucho más claramente que nosotros las precisiones 
jurídicas que, a nuestro modo de ver, sería necesario adecuar para hacer de esta norma -que creemos 
necesaria- una ley más justa, más precisa y más eficaz. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Sepan disculparme por no estar presente al momento del arribo de la 
delegación, pero es de agrado de esta Comisión contar con los planteos que hagan los representantes de 
las Cámaras. 


SEÑOR INMEDIATO.- Antes de entrar a las consideraciones técnicas -que harán mejor los abogados-, 
quería hacer notar a la señora Presidenta y a los demás integrantes de la Comisión que cuando se 
comienza con este tema del proyecto de ley y después transformado en ley, y ahora con la modificación 
a la ley vigente sobre las tercerizaciones, en las conversaciones que mantuvimos en su momento con el 
señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social o el Subsecretario, o inclusive en la reunión que tuvimos 
con el señor Presidente de la República, y regularmente con el señor Ministro de Transporte y Obras 
Públicas, siempre se entendió -por los menos de parte de los nombrados- que de acuerdo con la Ley 
N* 17.296 se creaba un trabajo que específicamente daba lugar a la tercerización de servicios. En ese 
sentido, todos los involucrados entendían que no se comprendía al transporte profesional de carga 
dentro de esta ley. Pero hete aquí que nuestros abogados nos dicen que no es tan así esa exclusión y que 
aun en la última enmienda que se propone queda parte del transporte dentro y parte fuera, porque se 
plantea que se excluye a la distribución, y no todo el transporte profesional de carga distribuye 


bebidas, garrafas o cosas por el estilo, sino que hace otro tipo de actividad. Entonces, queda parte 
dentro y parte fuera. 


Nuestra idea, a través de estas palabras, era tratar de dejar claro a la Comisión -para que luego en una 
redacción quedase aún más claro- que el transporte profesional de carga tendría que estar excluido 
expresamente, haciéndose mención a la ley que nos creaba. 


Además de este planteo muy particular, creímos necesario acompañar a la Asociación de Medianas y 
Pequeñas empresas porque entendíamos que le asiste razón cuando advierte que entre la exposición de 
motivos y el articulado hay una disociación entre lo que esta plantea y lo que la letra dice. A los efectos de 
que se expresen tratando de enmarcar esas diferencias es que hoy vinimos acompañados de los técnicos, ya 
que son ellos quienes luego tienen que ir a defender nuestras posturas en los estrados judiciales. 


SEÑOR DURÁN.- En primer término, queremos agradecer esta oportunidad que nos dan de poder 
expresar nuestros conceptos y visiones sobre este proyecto de ley modificativo de la ley que regula la 
descentralización empresarial, porque entendemos fundamentalmente que un buen sistema de 
relaciones laborales es aquel que nutre sus normas a través de la participación, del diálogo y de la 
consulta con las organizaciones de empleadores y de trabajadores, tal como lo propicia como pilar 
fundamental la Organización Internacional del Trabajo. 


Si bien después de la aprobación de la ley de tercerizaciones existieron ámbitos tripartitos que pretendieron 
enmarcar un poco esa omnicomprensión o esa amplitud mucho más allá de lo que la ley quiso regular de esta 
ley vigente, lamentablemente ese ámbito tripartito se circunscribió al intercambio de documentos. Primero se 
presentó un proyecto de decreto reglamentario de la ley por parte del Poder Ejecutivo, donde el sector 
empresarial planteó nítidamente que la materia que ese proyecto de decreto pretendía regular era de rango 
legal y, por lo tanto, iba a generar más un problema que una solución a las dudas interpretativas que se 
querían regularizar. En segundo término, se planteó un primer proyecto de ley modificativo, también 
presentado por el Poder Ejecutivo y, en tercer lugar, este, que recoge algunos de los principios, postulados o 
aspectos críticos que había hecho el sector empresarial al primer proyecto. Creemos que la definición de 
conceptos que no están hoy en el texto legal -fundamentalmente en lo que hace a su ámbito de aplicación y a 
la conceptualización de lo que es la subcontratación-, más que enmarcar y aclarar, hace tan 
omnicomprensivas las situaciones de obras, servicios, giro normal, giro principal, giro accesorio o periférico 
que inclusive abarca mucho más allá de lo que es la subcontratación de obras y bienes: también podría 
incorporar la contratación directa, la contratación comercial y el suministro de bienes, insumos y materias 
primas de los procesos productivos de las empresas, lo cual creemos que va mucho más allá de lo que la 
norma pretendió. Por ende, creemos que inclusive esta definición se aparta de los antecedentes comparados a 
los que la propia exposición de motivos se refiere. 


Nosotros queremos plantear claramente que vemos el fenómeno de la tercerización como un fenómeno 
mundial, más económico que jurídico, que defendemos en cuanto represente contrataciones verdaderas, 
contrataciones entre empresas independientes, donde no exista una subordinación de una empresa hacia la 
otra. Creemos que no todo proceso de descentralización es fraudulento o tiende a eludir obligaciones 
laborales o a desproteger al trabajador. Estamos absolutamente contestes, como lo ha hecho la doctrina y la 
jurisprudencia laboral hasta ahora -que ha ido creando normas para ir complementando las interpretaciones o 
los vacíos legales que pudo haber establecido el artículo 3% de la Ley N* 10.449-, que todo fenómeno de 
subordinación de una empresa a la otra, todo fenómeno de dependencia o de exclusividad de una empresa a 
la otra, todo fenómeno de tercerización que encubra la desprotección del trabajador con fines de evadir el 
cumplimiento de las normas laborales, indudablemente debe estar comprendido en la solidaridad. No es a 
esas situaciones a las que el sector empresarial quiere proteger. 


Tampoco creemos que se deba asimilar -como hace el artículo 1* del proyecto que estamos analizando-, la 
equiparación de lo que es el suministro o la intermediación de mano de obra con la contratación de bienes y 
servicios. Creemos que son dos situaciones absolutamente diferentes, que no pueden incorporarse o 
asimilarse como si fueran iguales. Tenemos claro que cuando estamos frente a un intermediario de mano de 
obra o frente a una empresa suministradora de mano de obra lo que estamos comercializando es trabajo 
humano, es personal y, por lo tanto, cuando ese personal se incorpora en una estructura de una empresa está 
subordinado a la empresa cliente, recibe las directivas de una empresa y muchas veces es sancionado por la 
empresa cliente, no tenemos ninguna duda de que esas situaciones sí deben dar una protección muy superior 


a ese trabajador. En consecuencia, entendemos que son situaciones que perfectamente podrían estar 
amparadas en una responsabilidad subsidiaria, como está vigente hoy, o eventualmente solidaria, pero no 
creemos que esas situaciones puedan extenderse a lo que es la verdadera subcontratación de bienes y 
servicios, lo que la doctrina denomina la externalización de obras y servicios, donde una empresa delega, 
cede o transfiere a una empresa tercera que con autonomía, asunción de riesgos, en forma independiente, no 
exclusiva, con su propio personal que dirige y subordina, presta una obra y un servicio. Nosotros creemos 
que transferir en estas situaciones los riesgos de la empresa empleadora a la empresa cliente excede lo que 
son las tradiciones de transferencia de responsabilidades que todo el derecho comparado regula y que, 
inclusive, nuestras propias normas prevén, porque todos sabemos que son expresas y muy taxativas las 
disposiciones que hoy tiene nuestro ordenamiento jurídico, que prevé la transferencia de responsabilidad en 
el caso de licencia cuando hay una transferencia del establecimiento comercial en el artículo 3* de la Ley 
N? 12.590 y el artículo 3% de la Ley N* 10.449 que teníamos para los casos de intermediación o 
subcontratación, o lo que es ahora la última norma que reguló la Rendición de Cuentas con respecto a la 
solidaridad de los patronos, administradores y representantes legales con respecto a la contratación de las 
pólizas del Banco de Seguros del Estado. Pero no se puede hacer una transferencia ilimitada de 
responsabilidad cuando -reitero- hay una subcontratación verdadera sobre situaciones que el empresario 
cliente no puede controlar, no puede tener certeza jurídica con rigor. Creemos que, por ende, la 
subcontratación de bienes y servicios, conforme a lo que dice en forma unánime la doctrina y la 
jurisprudencia, se debe limitar al giro principal de la empresa, no puede extenderse a cualquier obra o a 
cualquier servicio. Si nosotros analizamos la exposición de motivos que envió el Poder Ejecutivo con 
respecto a la modificación del proyecto de ley vamos a ver que dice que "no pretende, esta regulación, que 
todo empresario responda por todos con los que tenga relación a través de la miríada de contratos de 
suministros, servicios, transporte, compraventas, que forman parte de la trama de las relaciones 
interempresariales (...). 


Más adelante dice la exposición de motivos: "Si el servicio contratado con una persona extraña a la empresa 
nada tiene que ver con las actividades que la empresa normalmente desarrolla, no puede hablarse de 
tercerización (porque no se terceriza actividad alguna), sino de contratación (civil o comercial) que se 
configura bajo formas contractuales diversas". Nosotros compartimos esto. Lamentablemente, entendemos - 
desde nuestra modesta opinión- que el artículo 1”, cuando define la subcontratación, está incorporando o 
incluyendo la contratación civil y comercial. Lo dice la exposición de motivos: "En especial, respecto de la 
subcontratación, la misma se refiere a las obras o servicios que se encuentren integrados en la organización 
de la empresa principal -acá está, en la exposición de motivos, el concepto de empresa principal- "o cuando 
formen parte de la actividad normal del establecimiento". Es decir que el de "actividad normal" es un 
concepto que utiliza el Derecho contemporáneo como sinónimo de actividad principal. Esto es recogido 
expresamente por la exposición de motivos, porque cuando vemos la definición del artículo 1%, no se 
circunscribe en la actividad principal o normal de la empresa sino que, además, amplía o incorpora la 
actividad accesoria, lo que excede absolutamente las normas de derecho comparado, las mismas normas de 
derecho comparado a las que la exposición de motivos refiere. 


Si volvemos a la exposición de motivos, veremos que se refiere al artículo 42 del Estatuto de los 
Trabajadores de España y al artículo 30 de la ley argentina de Contrato de Trabajo. ¿Qué dicen estas normas? 


El artículo 30 de la Ley de Contrato de Trabajo de Argentina, establece: "Quienes cedan total o parcialmente 
a otros el establecimiento o explotación habilitado a su nombre, o contraten o subcontraten, cualquiera sea el 
acto que le dé origen, trabajos o servicios correspondientes a la actividad normal y específica propia del 
establecimiento (...)", o sea, habla de actividad normal y específica del establecimiento. A su vez, el 

artículo 42 del Estatuto de los Trabajadores de España, que es ley, establece: "Los empresarios que contraten 
o subcontraten con otros la realización de obras o servicios correspondientes a la propia actividad de aquéllos 
(...)", y continúa. Es decir que son normas claras que tienen correspondencia con lo que dice la exposición de 
motivos y con la actividad principal. 


Reitero que la definición que se propone no es coherente con esto que acabo de decir, que es 
omnicomprensiva de cualquier situación, obra o servicio; inclusive, va mucho más allá porque este artículo ni 
siquiera establece que la actividad se puede realizar solo dentro de la empresa porque se puede hacer tanto 
dentro como o fuera de ella, lo cual determina que el contralor de la empresa cliente sea mucho más difícil. 


Creemos que esto colide con las principales doctrinas y jurisprudencias en la materia todas las cuales, reitero, 
refieren a la actividad principal de la empresa. 


Por lo tanto, reitero que para nosotros esto es una definición omnicomprensiva que, inclusive, refiere a 
contrataciones comerciales. Por ejemplo, si tengo una empresa de transporte de pasajeros y todas las semanas 
una distribuidora me proporciona el combustible, esta empresa me está prestando un servicio, me está 
facilitando el insumo para que pueda cumplir con mi actividad principal, es decir, con el transporte de 
pasajeros. ¿Esto ingresa dentro de la ley? Con esa definición, no tenemos ninguna duda, y entendemos que 
esto no fue lo que el Poder Ejecutivo quiso regular cuando se refiere a la contratación de obras y de servicios. 
En el ejemplo que cité, estamos obteniendo un insumo para poder ejercer la actividad industrial, comercial o 
la que la empresa preste, y esto se puede extender a muchos ejemplos. Por lo tanto, la circunscripción del 
concepto "giro principal" lo entendemos fundamental. 


Para dar una definición tan omnicomprensiva como la que se tiene es preferible mantener el mismo criterio 
que el legislador sigue desde 1943, dejando que la jurisprudencia laboral sea la que marque -como lo ha 
hecho hasta ahora- el criterio de subcontratación. Hemos visto que en la jurisprudencia laboral ha habido un 
claro enmarcamiento del concepto de subcontratación; hoy la jurisprudencia es unánime en cuanto a que no 
se da la responsabilidad solidaria en aquellos casos de empresas vinculadas, subordinadas, empresas que se 
utilizan para eludir el cumplimiento de las normas. También es claro que la jurisprudencia reivindica que no 
existe subcontratación cuando hay una verdadera contratación comercial o civil, cuando hay un verdadero 
subcontrato, en el que existe un contrato base y un contrato derivado. Por lo tanto, y sin lugar a dudas, 
debemos seguir en esa línea. 


Nos preocupa mucho la definición que se establece en el artículo 1%, por lo que es nuestra intención solicitar 
que se apele a la exposición de motivos, a las normas comparadas, y a lo que establecía el proyecto original 
remitido por el Poder Ejecutivo, que fue modificado luego de la visita a la Comisión del Instituto de Derecho 
Laboral, particularmente del doctor Juan Raso, que con su aporte doctrinario planteó la definición actual del 
artículo 1% de la Ley_N? 18.099, que anexó el concepto de subcontratación, de intermediación y ahora el de 
suministradora de mano de obra. 


Si bien existe una mejora en el proyecto de ley respecto al alcance de las obligaciones laborales, que el 
empresario cliente debe ser responsable ya sea en el caso de solidaridad o subsidiariedad -si es que se cambia 
el régimen-, entendemos que debe establecerse claramente que estas deben circunscribirse a las obligaciones 
laborales de contenido económico o pecuniario, pero creemos que una definición tan amplia de obligaciones 
laborales puede provocar problemas como los que puede haber cuando hay obligaciones de no hacer u 
obligaciones de hacer, que es imposible que un tercero pueda ejecutar por el obligado principal. 


Nos parece que es atinado el alcance respecto a que la responsabilidad debe ser de aquellas obligaciones que 
emerjan de un laudo, de un decreto, de un convenio colectivo, porque es lo que el empresario cliente puede 
conocer. De lo contrario, si la obligación laboral se limita al contrato de trabajo entre el empleador principal y 
el trabajador, todos sabemos que eso puede tener matices e, inclusive, obligaciones incontrolables. 


También nos preocupa la amplitud del alcance de la responsabilidad que hace este proyecto de ley, que va 
mucho más allá de la ley vigente. En la ley vigente la responsabilidad solidaria se limita a tres aspectos: 
contribuciones especiales de Seguridad Social, obligaciones laborales con esta precisión que entendemos 
importante, y el Banco de Seguros del Estado. Pues ahora se incorporan normas internacionales ratificadas. 
Creemos que es de una amplitud muy grande. Son obligaciones que muchas veces las empresas no pueden 
preanalizar o tener presente. Entendemos que es una amplitud excesiva. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Cabrera) 


También está todo lo que refiere a la materia de seguridad e higiene, que debería ser imputable 
porque es vital, pero para quien sea responsable del contralor de sus trabajadores y es muy difícil que 
la empresa cliente pueda controlar, sobre todo en casos como los que marca la ley respecto a que el 
servicio pueda brindarse fuera de la estructura de la empresa. Que yo deba responder por la seguridad 
e higiene en los casos en que la actividad tercerizada sea realizada en mi establecimiento comercial, 
podría ser más entendido, pero ¿cómo vamos a aplicar esta norma si la obra o el servicio se brinda en 
forma externa, fuera de mi establecimiento? Entendemos que esto de la responsabilidad debe limitarse 


y circunscribirse a lo que hoy está previsto en la norma. No compartimos esta amplitud de 
responsabilidad, que es excesiva. 


Esto son los elementos que por ahora podemos brindar. 


SEÑORA DELPINO.- Sin perjuicio de compartir en su totalidad las expresiones vertidas por el colega 
respecto al análisis del proyecto modificativo de la Ley _N” 18.099, nosotros nos vamos a referir, en 
particular, al transporte de carga terrestre. 


Había voluntad manifiesta por parte de quienes impulsaron este proyecto modificativo de excluir de las 
previsiones de la Ley N* 18.099, relativa a las tercerizaciones, al transporte de carga terrestre. Se nos 
manifestó que la exclusión estaba consagrada en el artículo 3* del proyecto modificativo cuando habla de los 
procesos de distribución 


En un análisis del texto nosotros llegamos a la conclusión que en la ley sobre tercerizaciones no encontramos 
excluidos a todos los transportistas de carga, sino que está exclusivamente excluido el transportista de carga 
que realiza distribución, tal como está definido en la Ley N* 14.625, porque el artículo 3 del proyecto 
modificativo se remite a esta ley. 


En ese sentido, si bien algunos sectores de transporte de carga estarían excluidos -los que realizan 
distribuciones-, quienes no realizan distribuciones permanecerían obligados por lo preceptuado en la Ley. 
N* 18.099. 


Ahora bien: si existe voluntad política de exclusión, creo que debe ser expresada específicamente en el texto 
y no a través de la remisión a otra ley como la Ley_N? 14.625. 


Hay situaciones en el transporte que no configuran distribución; tenemos situaciones en que no se transportan 
productos desde empresas productoras o importadoras hacia terceros, como exige la Ley N* 14.625, sino que 
muchas veces el transporte de mercaderías e insumos se efectúa desde la empresa importadora o distribuidora 
a sus diferentes locales. O sea que en estos casos estamos fuera de lo que es el proceso de distribución, pero 
igualmente haciendo transporte. 


A su vez, vemos que el artículo 3” -en el que se supone que se establece la exclusión de la distribución y que 
se remite al proceso de distribución que se rige por los artículos 1* a 7” inclusive del Decreto-Ley N* 14.625- 
no expresa concretamente que estamos ante una exclusión del régimen de la ley; más bien vemos la exclusión 
en el artículo 2*. El artículo 3” simplemente establece servicios de distribución y luego expresa que se rige 
por los artículos 1” a 7” de la Ley N* 14.625. Si se entendía que la distribución o el proceso de distribución 
estaba excluido, debió establecerse así y a continuación decirse "este proceso de distribución no es alcanzado 
por las previsiones de la ley". Reitero: no solamente entendemos defectuosa la redacción del artículo 3” -si es 
que se trataba de consagrar la exclusión de los procesos de distribución-, sino además que no se condice con 
lo manifestado por los impulsores de la ley con respecto a que todo el transporte profesional de carga 
terrestre estaría excluido en base a este artículo. Vuelvo a reiterar que no todo el transporte de carga es 
distribución. 


Por otro lado, la definición y el régimen del transporte profesional de carga están consagrados en los 
artículos 270 y siguientes de la Ley N* 17.296. Allí no se marcan distinciones entre el transporte realizado 
por distribuidores y el realizado por no distribuidores, sino que se establecen requisitos a cumplir por las 
empresas transportistas de carga, inclusive a través del Decreto reglamentario de esta ley. Desde el año 2001, 
en que entró en vigencia la ley, todas las empresas transportistas de carga vienen cumpliendo y respetando 
esos requisitos. 


Si ahora la ley hace esta dicotomía, habría que clarificar si los distribuidores dejan de pertenecer al régimen 
establecido por la Ley N* 17.296. Nosotros entendemos que no. Nosotros creemos que el transporte de carga, 
efectúe o no distribución, es una actividad única, solamente distinguida por el tipo de carga, y que no se 
puede dar un tratamiento diferente a la distribución y al transporte de carga. 


Por eso quisiéramos que el artículo 3* fuera más claro y que las exclusiones se especificaran en el artículo 2. 
Además, si la voluntad es excluir al transporte profesional de carga en su totalidad, que se haga referencia a 


la Ley_N* 17.296. Es decir, que se establezca claramente que queda excluido del régimen de la Ley N* 18.099 
el sistema de transporte de carga establecido en los artículos 270 y siguientes de la Ley N* 17.296, en lugar 
de hacer referencia a la Ley N” 14.625 que solamente alcanza a un sector del transporte de carga. 


Reitero: dudo del alcance de la exclusión que se supone consagra el artículo 2” del proyecto modificativo. 


SEÑOR DURÁN.- Quiero precisar que vemos fundamental que el proyecto recoja una sugerencia que 
hicimos desde las Cámaras Empresariales en cuanto a la obligatoriedad del emplazamiento de la 
empresa cliente cuando se quiere hacer uso de las responsabilidades solidaria y/o subsidiaria que 
regulan estas leyes. 


En estos diez meses de vigencia de la ley de tercerizaciones hemos visto que ha habido un incremento muy 
importante de las demandas amparadas en esta ley. Muchas veces se demanda conjuntamente al empleador y 
a la empresa cliente, pero también se demanda únicamente al empleador porque este no se defiende, deja de 
contestar la demanda o hay una connivencia o un acuerdo con el trabajador. Todos sabemos que por la 
aplicación del artículo 218.2 del Código General del Proceso, los efectos de la sentencia se extienden al 
codeudor solidario. Es decir, se está dando el caso de que A demanda a B y obtiene una sentencia contra B, 
pero luego, en la ejecución de esa sentencia, la vía de apremio del embargo directamente se hace contra C, 
que no fue parte del juicio, que no tomó conocimiento y que se entera cuando es embargada y cuando tiene 
que oponer excepciones; es decir que tiene que tramitar un litigio embargada. 


Nosotros creemos, como dice la doctrina, que la obligación del 218.2 -la cosolidaridad y la coaplicación de 
una sentencia al codeudor- refiere a aquellos casos donde la solidaridad emerge de un documento. Es decir, si 
yo soy fiador solidario conjuntamente con otra persona de un tercero A y demandan A, los efectos de la 
sentencia también me llegan a mí. Pero la aplicación de este artículo no puede bajo ningún concepto quedar 
circunscripta a casos de subcontratación, de intermediación, de suministro de mano de obra, donde puede 
estar en controversia si estamos o no dentro del ámbito de aplicación de la ley. La oportunidad del debido 
proceso, de defensa ante el tribunal y de esgrimir los controles que ahora la norma exige, es fundamental para 
el empresario. Por lo tanto, para evitar estas dudas e incertidumbres -sabemos que hay sedes judiciales que 
igual llaman al empresario cliente-, es importante que el emplazamiento esté contenido en la enmienda 
legislativa que se apruebe. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero hacer una consulta de carácter general sobre la 
conceptualización del proyecto de ley por parte del sector empresarial. Me parece que esta instancia 
que estamos cumpliendo con los representantes de las Cámaras Empresariales es importante en este 
proceso de análisis legislativo, y no porque la opinión del sector patronal sea más importante que la de 
los trabajadores o la del Poder Ejecutivo -todas las opiniones cuentan y tienen valor-, sino por los 
antecedentes y el proceso de discusión que se ha dado con relación a este asunto desde hace más de un 
año. Para nosotros es muy importante que la posición de los empresarios quede clara. Es notorio que 
ellos plantearon objeciones muy severas al proyecto de ley en su debido momento, pero también es 
cierto que podría llegar a sostenerse -de hecho, así se sostuvo por ejemplo por parte del Poder 
Ejecutivo- que esta propuesta modificativa contiene en esencia los aspectos que fundamentalmente los 
empresarios habían cuestionado. En cualquier caso, está claro que, en principio, la visión del sector 
empresarial es de insatisfacción con relación al proyecto; surge claramente de lo que acabamos de 
escuchar y es absolutamente lícito y legítimo. Hay una serie de imprecisiones en cuanto a los alcances 
de la redacción y también en cuanto a los alcances normativos que puedo estar dispuesto a compartir, 
porque también los he advertido, pero, sin perjuicio de ello -aclaro que no estoy dando una opinión, 
solo estoy planteando una pregunta-, me parecería importante que se explicara por qué razón se 
sostiene que este proyecto no solo es insatisfactorio sino que, inclusive, resulta peor que el anterior. Es 
una pregunta que legítimamente nos podemos formular y creo que el sector empresarial debería 
encargarse de despejar esa incógnita, porque a determinados niveles e, inclusive, en la propia dinámica 
de la discusión pública, este sector podría llegar a quedar como sosteniendo una posición de cierta 
radicalización. Yo estoy dispuesto a comprender esa postura porque desde la oposición somos críticos 
de la política laboral en general y creemos que la política errática que el Gobierno ha seguido -no 
quiero con esto generar un debate fuera de contexto-, de pronto, a los actores los deja un poco fuera de 
juego. Más allá de eso, según el sector empresarial las modificaciones son insuficientes, la nueva 
versión del proyecto es mala, pero, ¿no es menos malo que lo que ya teníamos? Lo planteo teniendo en 


cuenta que cambiamos solidaridad por subsidiariedad y que pareciera que hubiera una intención de 
excluir a texto expreso las actividades ocasionales, además de lo que plantea con respecto al derecho a 
la retención de los pagos y de lo que acaba de mencionar el doctor Durán como garantía procesal del 
emplazamiento conjunto de los deudores. ¿Todo eso no haría recomendable votar esto para mejorar en 
algo, aunque sea por descarte, lo que ya teníamos? Me parece que resulta fundamental que el sector 
empresarial pueda aclarar esto a los legisladores e, inclusive, a la opinión pública. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Escuché atentamente lo que manifestaron los diferentes 
oradores y me quedó una duda. Se habló de un proyecto de ley original que después fue modificado en 
las negociaciones, y hasta se mencionó a la persona que incidió para que se realizaran esos cambios. Si 
es posible, nos gustaría que antes de que tratáramos este proyecto en Sala nos remitieran esa iniciativa 
original, porque hay una posición favorable con respecto al espíritu que se plasma en la exposición de 
motivos que después no se condice con lo que se establece en el articulado. Es claro que hubo 
modificaciones, y por eso, nos gustaría poder ver toda la película; acá estamos viendo solo una parte. 
Además, hace poco que el proyecto ingresó a la Comisión y hay cierto apresuramiento para su 
consideración; por eso nos gustaría conocer todo el proceso de negociación que, indudablemente, los 
llevó a retirarse de las negociaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE. Si no entendí mal, la referencia al proyecto original alude al primer proyecto 
del Poder Ejecutivo, que ingresó al Parlamento el año pasado, no al de las negociaciones a nivel del 
Ministerio. De modo que la referencia a la opinión del doctor Raso se dio también en la Comisión, la 
que usted, en aquel momento, no integraba. Lo menciono porque son antecedentes que tenemos en el 
Parlamento. 


SEÑOR DURÁN.- Me referí al proyecto original que envió el Poder Ejecutivo. Luego de que se aprobó 
la ley y entramos en las discusiones de intercambio de documentos, primero hubo un proyecto de 
Decreto reglamentario del Poder Ejecutivo, y un documento del sector empresarial, crítico al respecto, 
argumentando que no era materia de reglamentación sino que era materia de rango legal. Luego, hubo 
un primer proyecto de modificación de esta ley que ameritó otro documento y, finalmente, apareció el 
proyecto que se remitió, que recogió algunas de las puntualizaciones que el sector empresarial había 
hecho, como la que mencionábamos hoy, relativa al emplazamiento. 


Cuando analizábamos y criticábamos la ley visualizábamos tres grandes troncos: el ámbito de aplicación, la 
naturaleza de la responsabilidad -se pasaba de una subsidiariedad a una solidaridad- y el alcance de las 
obligaciones. La ley que está vigente hoy tomó el cerno del artículo 3” de la Ley_N* 10.449, que tiene 
aplicación desde 1943. Lo único que se ha hecho ha sido ampliar la solidaridad en vez de la subsidiariedad e 
incorporar a los suministradores de mano de obra, que antes no estaban. O sea que, de alguna manera, 
seguimos con una base legislativa que viene desde 1943. 


¿Qué es lo que criticamos de esta enmienda? El ámbito de aplicación que se pretende definir es tan amplio 
que resulta peor que el que hoy tenemos de acuerdo con lo que se establece en el artículo 3%. Si vamos a 
definir las figuras de subcontratación, intermediación y suministro de mano de obra, hagámoslo en forma 
acotada a lo que son los lineamientos que la doctrina y la jurisprudencia hoy están aplicando. Ahora bien, si 
vamos a definirlas con el alcance que hoy tiene el artículo 1” preferimos la definición que está vigente, 
porque esta disposición provocará más incertidumbres jurídicas y muchas más cuestiones litigiosas que las 
que hoy se están dando con una ley que, en su momento, también criticamos. Nosotros pedimos definiciones, 
pero definiciones que estén enmarcadas en lo que la doctrina, la jurisprudencia y las normas contemporáneas 
establecen; inclusive, advertimos que los representantes del Poder Ejecutivo que concurrieron a la Comisión 
trajeron el mismo libro que nosotros, trajeron la biblia, como hicimos nosotros. Yo aplico lo mismo y la 
mayoría de la doctrina se circunscribe a hablar de giro principal y de giro normal. Entonces, si con este 
ámbito de aplicación se pretende pasar de una responsabilidad subsidiaria a una responsabilidad solidaria, 
prefiero que sigamos con una solidaridad y con un ámbito de aplicación mucho más acotados, que abarque el 
suministro de mano de obra, la intermediación, las empresas suministradoras y las subcontrataciones de giro 
principal. Por lo tanto, la gran crítica se centra en las definiciones del artículo 1*. 


Obviamente, vemos como positivo el emplazamiento y la limitación de las obligaciones laborales a lo que 
emerja de laudos y Consejos de Salarios, pero todo eso se minimiza frente al artículo 1, que es francamente 


rechazable. Esta es la gran crítica que tenemos y por eso hoy decía que en lugar de manejarnos con estas 
definiciones preferimos seguir como hasta ahora y que la jurisprudencia laboral enmarque el concepto de 
subcontratación. Además, como ya dije, esta definición no se condice con lo que se plantea en la exposición 
de motivos que leímos; esta definición es omnicomprensiva de situaciones que ni el Poder Ejecutivo ni el 
legislador tuvieron como intención teleológica, porque en la discusión pasada de la ley, la propia Comisión 
estuvo conteste en que la tercerización existe y que no se pretendía su abolición, sino una protección del 
trabajador. Bueno, la protección del trabajador debe darse en situaciones de subordinación laboral. La 
subordinación laboral es el elemento clave del derecho del trabajo. Cuando hay subordinación debe haber 
responsabilidad; cuando no hay subordinación no debe haber responsabilidad. Este es el concepto 
fundamental que queremos impregnar en nuestra comparecencia del día de hoy. 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- Como persona que ha manejado durante muchísimos años todo el tema 
vinculado con los recursos humanos o con el desarrollo de la gestión humana -como se dice hoy- quiero 
agregar que la regulación de las relaciones laborales y las relaciones laborales en sí mismas -que, a la 
larga, las hacen los empresarios y los trabajadores en conjunto, porque ambos son igualmente 
importantes- son, sin duda, el articulador fundamental de la actividad y del desarrollo del país. En ese 
sentido, esta ley o cualquier normativa que regule las relaciones laborales nos importa. 


Nosotros no propiciamos de ninguna manera el hecho de que esta ley no exista o de que haya trabajadores 
desprotegidos ante empresarios que utilizan, fantasean o "fantasmean" una figura de tercerización; de 
ninguna manera, porque, a la larga, esos empresarios y esos informalismos nos pegan a los empresarios que 
hacemos las cosas bien, pues generan competencia desleal utilizando como fusible la mano de obra de sus 
trabajadores. Reitero que esto no lo queremos de ninguna manera. Lo que queremos es una ley que nos dé 
garantías; que, aun cuando contratamos servicios tercerizados, nos permita tener gente que venga a trabajar 
conforme y a hacer las cosas bien porque está recibiendo lo que tiene que recibir de quien la contrata de 
forma directa. 


Como bien expresó el doctor Durán, estamos pidiendo una corrección, una precisión en algunos términos, 
fundamentalmente, en el artículo 1%, lo que de ninguna manera inhabilita el sentido fundamental de la ley y el 
objetivo que entendemos que se persiguió, de acuerdo con lo señalado en la exposición de motivos. 


Gracias. 
SEÑOR POSADA.- Voy a intentar contestar al señor Diputado Pablo Abdala. 


Gran parte del sector empleador, si no su mayoría, cargamos con la gran frustración de un año de intensas 
negociaciones y esfuerzos por sacar una ley consensuada. Sin duda, una ley consensuada es equivalente a la 
mejor ley posible, más allá de las prerrogativas de los ámbitos legislativos de hacer las correcciones que 
entiendan correspondientes. 


Sabemos que esta situación generó diversos comentarios en la opinión pública. En los ámbitos tripartitos, 
como en los matrimonios, cuando las cosas van bien o van mal, las responsabilidades son de todas las partes. 
Nosotros, como sector empleador, asumimos la responsabilidad de no haber arribado a buen puerto, a pesar 
del esfuerzo y de un año de trabajo, pero entendemos que tanto el Poder Ejecutivo como el sector de los 
trabajadores también tienen su cuota parte de responsabilidad. 


Estas instancias de trabajo son procesos, forman parte de la maduración de la sociedad. Sin duda, el espíritu 
con el cual hoy concurrimos acá -creo que ya lo dije al inicio- es el de elaborar la mejor ley posible, teniendo 
en cuenta las correcciones señaladas por nuestros asesores -son de destacar-, para que sea de la mejor 
aplicación, protegiendo a los empresarios cumplidores y, sobre todo, a los trabajadores que siempre son el 
queso del sándwich y los que siempre quedan en peores condiciones cuando se incumple con las obligaciones 
o cuando la legislación no los ampara de modo suficiente. 


Espero haber aclarado la pregunta del señor Diputado. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos las opiniones de los representantes de las Cámaras 
Empresariales, las que serán tenidas en cuenta en el debate en la Comisión. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


